Fuero Contencioso, Administrativo y Tributario; Cámara de Apelaciones; Sala I; ASESORIA TUTELAR CAYT Nº 2 OFICIOS ATCAYT Nº 365-366-367-545 c/ GCBA Y OTROS. 17-08-2012. Causa Nº 42763/0
Buenos Aires, 17 de agosto de 2012. Y VISTOS: Estos autos, para resolver sobre el recurso de apelación interpuesto por la actora a fs. 118/121 ––sostenido a fs. 129/133 por el Asesor Tutelar ante la Cámara de Apelaciones, cuyo traslado fue contestado por la demandada a fs.124/125–– contra la sentencia de fs. 106 por medio de la cual la juez de grado rechazó la acción de amparo promovida en los términos de la ley 104 de Acceso a la Información. I. A fs. 1/9 el señor Asesor Tutelar a cargo de la Asesoría Tutelar Nº 2 ante los Juzgados de Primera Instancia del fuero, inició acción de amparo contra el GCBA por acceso a la información en virtud de los artículos 14 de la CCBA, 43 CN y ley 104. Asimismo invocó las facultades de investigación que le otorga la ley 1903. Expresó que mediante oficio 677/11, emanado de la Asesoría General Tutelar de la Ciudad, tomó conocimiento de una posible situación de calle de niños y adolescentes que habitaban el inmueble sito en la calle Lavalle 3357/59, a causa de un proceso de desalojo en trámite ante el Juzgado Nacional de Primera Instancia en lo Civil 53. En este contexto, señaló que diligenció los oficios 365/11 y 367 ante la Dirección General de Atención Inmediata del Ministerio de Desarrollo Social del GCBA a fin de que respecto a los grupos familiares allí indicados: a) informe si eran o habían sido beneficiarios del subsidio habitacional creado por el decreto 690/06 “Atención a Familias en Situación de Calle”; b) en caso afirmativo, señale la cantidad de cuotas y el período durante el cual habrían gozado de las prestaciones que otorga el programa; c) en caso negativo, los incluya en el programa habitacional; d) de existir actos administrativos que dispongan la baja del beneficio o bien la denegatoria de su prórroga o extensión, acompañe copia certificada de ellos, e informe los fundamentos de esas decisiones; y e) qué alternativa habitacional se ofrecía al beneficiario una vez que recibió el monto total del subsidio. Al no haber recibido respuesta dentro de los 10 días subsiguientes, reiteró las peticiones a través de los oficios 449/11 y 451/11. Por otra parte, libró el oficio 366/11 a la DGDAI solicitando información similar sobre los mismos grupos familiares con relación al programa “Nuestras Familias”, concretamente: a) si eran beneficiarios del programa; b) en caso afirmativo, la cantidad de cuotas y el período durante el cual habrían gozado de las prestaciones que otorga el programa; c) de existir actos administrativos que dispongan la baja del beneficio o bien la denegatoria de su prórroga o extensión, solicitó se acompañe copia certificada de ellos; d) qué alternativa ofrecía al beneficiario una vez que recibió el monto total del subsidio. Ante la falta de respuesta, libró el oficio reiteratorio 450/11. Finalmente, diligenció el oficio 545/11 a fin de que fueran informadas las medidas adoptadas en virtud de la presentación efectuada por el Consejo de los Derechos de Niños, Niñas y Adolescentes del GCBA respecto de los grupos familiares que habitan en el inmueble de Lavalle 3357/59. A fs. 106 la señora jueza de primera instancia rechazó la acción de amparo. Para así decidir, manifestó que la demandada no se negó a exhibir la información solicitada sino que, por el contrario, intentó satisfacer las consultas mediante la elaboración del informe cuya copia obra a fs. 100. No obstante, destacó que tanto la requisitoria de información como la respuesta brindada obedecen a una interpretación errada de la ley, pues ésta no permite el acceso a documentos cuya divulgación pueda afectar la intimidad de la vida privada. Al respecto, citó el derecho a la privacidad, la intimidad y confidencialidad como parte inviolable de la dignidad humana (art. 12, inc. 3, de la Constitución local), y puso de resalto que el título IV de la ley 1845 (protección de datos personales) prevé que para tener acceso a información relativa a datos personales, el titular debe acreditar su identidad. Finalmente, señaló que el Sr. Asesor Tutelar no expresó las razones por las que no pudo consultar a los miembros del grupo familiar si perciben subsidios estatales ni por qué no fueron los propios interesados quienes solicitaran su inclusión o renovación. Esta decisión suscitó la apelación de la actora, a cuyos términos cuadra remitir (fs. 118/121). A su vez, el Asesor Tutelar ante la Cámara mantuvo el recurso con los alcances que expuso. En este sentido, señaló que con la información acompañada por la demandada a fs. 100 y fs. 112 se ha cumplimentado de manera parcial la información requerida en los oficios 365/11, 367/11 y 545/11, restando que el GCBA brinde información respecto del oficio 366/11 relativo al Programa Nuestras Familias. II. Ingresando al tratamiento de los agravios planteados cabe recordar que la ley 104 prevé una acción de amparo ante este fuero, frente a la negativa a brindar la información de acceso público que hubiera sido requerida. Ponderando su objeto procesal, resulta evidente que no se trata de la acción de amparo prevista por los arts. 43 C.N. y 14 C.C.A.B.A., que consiste en una garantía sustancial de protección de los derechos individuales. En cambio, la naturaleza de la acción examinada resulta de índole predominantemente instrumental, en la medida en que sólo tiende a vencer la resistencia al cumplimiento de la obligación de informar y no tiene por cometido inmediato evitar o hacer cesar una lesión, restricción, alteración o amenaza de los derechos y/o garantías constitucionales o legales. La vinculación existente entre el derecho de acceso a la información ––en el plano instrumental–– y la protección de otro género de derechos ––en el plano sustancial–– ya ha sido resaltada anteriormente por este Tribunal (cfr. “Defensoría del Pueblo de la Ciudad de Buenos Aires c/ Secretaría de Obras y Servicios Públicos s/ Amparo”, expte. 9903/00, pronunciamiento del 29/11/00, consid. “V”). Ello permite concluir que ––sin perjuicio de sus peculiaridades–– la naturaleza jurídica de la acción sub examine se aproxima a la del amparo por mora, ya que cabe concebir a este último como una pretensión tendiente a obtener una orden judicial de pronto despacho, cuando el órgano interviniente haya dejado vencer los plazos pertinentes sin dar cumplimiento a su obligación legal de contestar el requerimiento formulado por el interesado (v. esta Sala, in re “Argen X S.A. c/ G.C.B.A. s/ Amparo” exte. nº 37/00). III. En el caso, la magistrada de primera instancia rechazó la acción instaurada por entender que la divulgación de la información requerida puede afectar el derecho a la intimidad. Por ello, señaló que la petición no encuadra en el ámbito de aplicación de la ley 104. Ahora bien, cabe adelantar que, contrariamente a lo sostenido en la sentencia, la vía procesal elegida para obtener la información en cuestión resulta procedente. III.1 En este sentido, la ley 104 establece que toda persona tiene derecho a solicitar y recibir información completa, veraz, adecuada y oportuna, de cualquier órgano perteneciente a la administración, tanto central como descentralizada, y de los demás entes y órganos que menciona (art. 1). Y prevé una acción de amparo ante el fuero Contencioso Administrativo y Tributario frente a la negativa a brindar la información de acceso público que hubiera sido requerida (art. 8). En el caso, a tenor del recurso de apelación, la información requerida es la siguiente: a) si determinadas personas eran beneficiarias del programa “Nuestras Familias”; b) en caso afirmativo, la cantidad de cuotas y el período durante el cual habrían gozado de las prestaciones que otorga el programa; c) de existir actos administrativos que dispongan la baja del beneficio o bien la denegatoria de su prórroga o extensión, solicitó se acompañe copia certificada de ellos; d) qué alternativa ofrecía al beneficiario una vez que recibió el monto total del subsidio. Ahora bien, esta Salta ya ha dicho que la información vinculada a programas sociales implementados para asistir a las personas de bajos recursos constituye información pública referida a la actividad administrativa y, por tanto, se adecua a la naturaleza de la acción prevista en la ley 104 (“Asesoría Tutelar CAYT Nº 1 - Barrio INTA s/ amparo (ART. 14 CCABA)”, expte. Nº EXP 27285/0, sentencia del 12 de junio de 2008). Ello se ve corroborado por el art. 53 de la CCABA que prescribe que todos los actos que impliquen administración de recursos ––tales como los eventualmente dictados con respecto a las personas en cuestión–– son públicos y se difunden sin restricción. Así las cosas, lo solicitado mediante el oficio 366/11 se encuentra comprendido en el marco de la ley 104. III.2 Por otra parte, no puede soslayarse que corresponde al Ministerio Público en general ––entre otras funciones–– promover la actuación de la justicia en defensa de la legalidad y de los intereses generales de la sociedad y procurar ante los tribunales la satisfacción del interés social (arts. 125, CCABA, y 1, ley nº 1903/05). Con tal objeto la ley le reconoce facultades de investigación, a cuyo fin lo autoriza a requerir informes a, entre otros, los organismos administrativos (art. 20, ley 1903). A su vez, en particular, el Ministerio Público Tutelar se encuentra específicamente a cargo de ejercer la representación promiscua de los menores e incapaces, entablando en su defensa las acciones y recursos pertinentes, y asesorar a personas menores de edad y a sus representantes necesarios, para la adopción de todas aquellas medidas vinculadas a su protección (artículo 49, incs. 2,4 y 5, ley 1903) Luego, a fin de que el Sr. Asesor Tutelar pueda velar por la defensa de los intereses generales de la sociedad, y particularmente, por los derechos de los menores de edad involucrados en esta causa, resulta indispensable que pueda ejercer las facultades de investigación previstas en el art. 20 de la ley 1903. En este punto, tal como se señaló en el considerando II, cuadra destacar la vinculación entre el derecho a la información ––en el plano instrumental–– y la protección de otros derechos ––en el plano sustancial––; lo cual implica ––en esta causa–– que el criterio de la sentencia resulte incorrecto en la medida en que podría tornar ilusorio el cumplimiento de las funciones de protección de los derechos de los menores que la Constitución y la ley ha encomendado a la actora. III.3. A todo evento, aun cuando se entendiera aplicable la ley 1845 sobre protección de datos personales, lo cierto es que, tal como puso de resalto el Sr. Asesor de Cámara, el art. 7 de aquélla dispone que no será necesario el consentimiento para el tratamiento de datos personales cuando ellos se recaben para el ejercicio de funciones propias de los poderes de la Ciudad de Buenos Aires o en virtud de una obligación legal. En el caso, a la luz de lo dicho en el considerando III.2, resulta claro que el oficio 366/11 ha sido emitido en ejercicio de las atribuciones del Sr. Asesor Tutelar establecidas en la ley 1903. III.4 Por último, corresponde señalar que la información solicitada por el Ministerio Público no importa una afectación del derecho a la intimidad de las personas a las cuales se refiere en tanto el requerimiento tiene por finalidad proteger sus derechos. En cuanto a la afirmación de la a quo en el sentido de que la actora no expresó las razones por las que no pudo consultar a los miembros del grupo familiar si perciben subsidios estatales ni por qué no fueron los propios interesados quienes solicitaran su inclusión o renovación; cabe señalar que ––tal como expresó el Sr. Asesor––, la manifestación de un consultante sobre los subsidios estatales que pueda percibir no tendrá la misma precisión y eventual valor probatorio que un documento emanado del Estado local. Además, resulta una facultad del Sr. Asesor “requerir todas las medidas conducentes a la protección de los derechos de las personas menores de edad” (art. 49, inc. 2, ley 1903) y, como tal, tiene libertad para elegir el mejor modo de hacerlo dentro del marco normativo vigente. Asimismo, el requerimiento impuesto por la Sra. Juez de primer grado supone establecer recaudos que la ley no prevé (doctr. del art. 6, ley 104, en tanto prescribe que no puede exigirse la manifestación del propósito de la solicitud de información). III.5 En síntesis, toda vez que: (i) la información vinculada a programas sociales implementados para asistir a las personas de bajos recursos constituye información pública; (ii) la ley autoriza al Ministerio Público, y en particular al Sr. Asesor Tutelar, a requerir informes a los organismos administrativos a fin de velar por los derechos de los menores de edad (arts. 20 y 49, ley 1903/05); (iii) no resulta necesario el consentimiento para el tratamiento de datos personales cuando ellos se recaben para el ejercicio de funciones propias de los poderes de la Ciudad de Buenos Aires o en virtud de una obligación legal (art. 7, ley 1845); y (iv) la información solicitada por el Sr. Asesor Tutelar no importa una afectación del derecho a la intimidad; corresponde concluir que la acción interpuesta se adecua al régimen de la ley 104. IV. Establecido lo anterior, cabe examinar si la demandada ha cumplido con el deber de informar. A fin de circunscribir la cuestión a resolver, es dable poner de resalto que el Sr. Asesor Tutelar de Cámara señaló que con la información de fs. 100 y fs. 112 se ha cumplimentado de manera parcial el requerimiento, restando que el GCBA brinde información respecto del oficio 366/11 sobre el Programa Nuestras Familias. Por tanto, nada cabe decir a lo señalado por el Ministerio Público Fiscal con respecto a la información solicitada en el punto c) de los oficios 365/11 y 367/11. Ahora bien, en cuanto al oficio 366/11, el Ministerio Público Fiscal sostiene que la información detallada no se encuentra documentada, por lo cual para cumplir el requerimiento la Administración debería producirla, excediendo ello los límites del art. 2, ley 104, en cuanto dispone que “el órgano requerido no tiene obligación de crear o producir información con la que no cuente al momento de efectuarse el pedido”. Sobre esta cuestión esta Sala ya se expidió en los autos “Asesoría Tutelar CAYT Nº2 (oficio 1452/10) contra GCBA sobre Amparo (art. 14 CCABA), expte. EXP 39723/0, sentencia del 04 de julio de 2011. Allí se dijo que “lo solicitado constituye un requerimiento de información en sentido estricto pues el GCBA sólo debe suministrar los datos que tenga al respecto y, en caso de no contar con ellos, poner tal circunstancia en conocimiento del requirente. En otros términos, la petición no implica que la administración deba realizar determinada actividad”. Corresponde aclarar que el precedente de esta Sala “Asesoría Tutelar CAYT Nº 1 - Barrio INTA s/ amparo (ART. 14 CCABA)”, expte. Nº EXP 27285/0, citado por el Ministerio Público Fiscal, no resulta concordante con lo dicho en su dictamen sino con la postura de esta Sala en el referido expediente 39723/0. Ello así, en tanto la información que se estimó no comprendida en el marco de la ley 104 se vinculaba con la realización de un relevamiento social. Por el contrario, sí se consideró procedente el pedido de información sobre programas sociales implementados para asistir a determinadas personas. Despejados los cuestionamientos del Ministerio Público Fiscal, debe señalarse que del análisis de las constancias que obran en la causa resulta claro que el GCBA no brindó la información solicitada en el oficio 366/11. Así las cosas, y a tenor de lo expresado en los considerandos que anteceden, corresponde hacer lugar al recurso de apelación deducido por el Ministerio Público Tutelar, con costas (art. 62, 1º párr., CCAyT). En mérito a las consideraciones vertidas, jurisprudencia, doctrina y textos legales citados; y habiendo dictaminado la señora Fiscal de Cámara, el Tribunal RESUELVE: hacer lugar al recurso de apelación deducido por el Ministerio Público Tutelar, con costas (art. 62, 1º párr., CCAyT). Regístrese, notifíquese y a los integrantes del Ministerio Público en sus respectivos despachos. Oportunamente, devuélvase. Se deja constancia que la Dra. Inés M. Weinberg no suscribe la presente por hallarse en uso de licencia.
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